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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 19 de octubre de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, mediante la cual se decidió negar las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES
1. Síntesis del caso

1. El día 24 de febrero de 1992 a la 1:10 a.m., cuando conducía una motocicleta por las calles urbanas del municipio de Rivera (Huila), el señor José Lisardo Losada Torrejano se estrelló contra un montículo de tierra y escombros que estaba sobre la vía. Como consecuencia de ese accidente, el señor Losada sufrió varias heridas que le causaron la muerte. Los familiares del mencionado señor, piden la reparación de los daños que se les causó con la muerte de aquél, solicitud que fue denegada en la primera instancia con la consideración de que, por el estado de embriaguez del motociclista fallecido y la alta velocidad a la que se desplazaba, se probó la culpa exclusiva de la víctima. En este momento se resuelve el recurso de apelación contra dicha providencia presentado por la parte actora.

2. Lo que se demanda

2. Mediante demanda presentada el 3 de septiembre de 1992 ante el Tribunal Administrativo del Huila, los señores Luis Javier, Mercedes, Claudia Milena, Martha Cecilia y Nancy Losada Torrejano actuando en nombre propio, y los señores Yolanda Torrejano de Losada y Álvaro Losada, en nombre propio y en representación del menor John Fredy Losada Torrejano, a través de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del C. C. A., solicitaron que se declarara responsable al municipio de Rivera (Huila) “del accidente automotriz ocurrido el 24 de febrero de 1992 en la confluencia de la carrera décima (10a) con calle cuatra (4a) del casco urbano del Municipio demandado, en el cual perdió la vida el Sr. JOSÉ LISARDO LOSADA TORREJANO, por haberse presentado falla en el servicio de conservación de las vías públicas” (folios 34 a 41 del cuaderno 1).

3. Como reparación del daño por ellos sufrido, pidieron que se diera prosperidad a las pretensiones resarcitorias que a continuación se citan:

2o.-En virtud de la declaración anterior, condénese al MUNICIPIO DE RIVERA a pagarle a los demandantes (…) los perjuicios materiales (objetivos y subjetivados) que recibieron con ocasión del deceso de su hijo y hermano JOSÉ LISARDO LOSADA TORREJANO, en las cuantías y valores que se acrediten en el proceso.

3o.- Condénese igualmente al ente demandado a pagarle a mis procurados las sumas de dinero de que trata la petición anterior, indexadas o reajustándose su valor de conformidad con los índices de incremento de precios al consumidor así como a liquidar y pagar los intereses corrientes y de mora, todo de conformidad con los artíulos 177 y 178 del C.C.A
.

4. Según la parte demandante, es obligación del municipio demandado mantener las vías en adecuado estado para la circulación para los vehículos, lo cual no fue cumplido en la calle por donde transitaba en motocicleta el señor José Libardo Losada Torrejano, toda vez que en la vía existía un hueco abierto para la implementación de una obra pública, y un montículo de tierra resultante de la misma, sin que existiera señalización alguna que advirtiera a los transeúntes sobre los peligros que dichos elementos podían representar. En ese sentido, manifiestan los demandantes que el accidente y la consiguiente muerte del señor Losada Torrejano, se produjo como consecuencia de la falla en el servicio cometida por la administración municipal de Rivera (Huila), comoquiera que omitió señalizar adecuadamente las obras que se realizaban en la vía urbana donde ocurrieron los hechos.

3. Trámite procesal
5. El municipio de Rivera (Huila), actuando a través de apoderado, presentó contestación de la demanda (fls. 53 y 54 cuaderno 1) con oposición a todas las pretensiones de la misma. Manifestó que era cierto que se estaba realizando una obra en la vía donde se accidentó el señor José Lisardo Losada de Torrejano, pero que dichas labores estaban siendo ejecutadas por otra entidad pública –el Instituto de Desarrollo Municipal del Huila (IDEHUILA)-. En este sentido, sostiene que era obligación del mencionado instituto, y no del municipio demandado, efectuar la señalización de las obras que se estaban adelantando, por lo que considera que la demanda es inepta al no haberse dirigido contra el Instituto de Desarrollo Municipal del Huila.

6. Cerrada la etapa probatoria mediante auto del 27 de agosto de 1996 (folio 146 del cuaderno 1), el Tribunal a quo corrió traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión de primera instancia, oportunidad de la que se hizo uso en los siguientes términos
:

6.1. La Procuraduría 34 Judicial Administrativa de Neiva (Huila), rindió concepto en el que solicitó que se vinculara al proceso al Instituto de Desarrollo Municipal del Huila –IDEHUILA- y que se condenara patrimonialmente al municipio de Rivera por la muerte del señor José Lisardo Losada Torrejano, toda vez que se probó una clara falla del servicio por parte de la entidad demandada, sin que pueda ésta aducir en su favor que se trató del hecho del contratista de la obra que se realizaba en la vía, tópico en relación con el cual cita in extenso una sentencia del Consejo de Estado en la que se dice que la responsabilidad por los daños causados por el contratista de una obra pública, pude ser atribuida a la entidad contratante. Considera igualmente que el daño alegado por los demandantes, y su nexo de causalidad con el hecho de la administración, se encuentran debidamente acreditados con el registro civil de defunción del señor Losada Torrejano, con una constancia que levantó el Comandante de Policía de Rivera (Huila) en relación con el accidente y con los testimonios rendidos dentro del proceso contencioso por diferentes personas (folios 147 a 160).

6.2. La parte demandada, por su parte, reiteró la argumentación expuesta en la contestación de la demanda y agregó que, de acuerdo con las pruebas recaudadas dentro del proceso, puede afirmarse que el señor Losada Torrejano actuó con imprudencia y negligencia en la medida en que, de un lado, estaba embriagado cuando conducía la motocicleta accidentada y, además, teniendo en cuenta que la víctima manejaba el automotor a alta velocidad. Sostiene también que los perjuicios alegados por la parte actora no fueron demostrados en el transcurso del proceso.

7. El 19 de octubre de 2000, el Tribunal Administrativo del Huila emitió sentencia de primera instancia con la siguiente decisión:
PRIMERO. Declarar no probada la excepción de “Inepta Demanda” propuesta por la parte demandada.
SEGUNDO. Denegar las súplicas de la demanda.
TERCERO. Reconocer al doctor JAIRO ANTONIO SALAZAR RODRIGUEZ, C.C. No. 12.112.526 de Neiva y T.P. No. 64.968 como apoderado de los actores, conforme a la sustitución que le hace el doctor GERMÁN CALDERÓN CALDERÓN (folios 177 a 197 cuaderno 1).

7.1. Para tal efecto, el a quo consideró que no existía nexo de causalidad entre la falla del servicio cometida por el municipio demandado y el daño padecido por los demandantes, razonamiento que expuso en los términos que a continuación se citan:

Resulta por ello lógica la apreciación de que una velocidad moderada no podría repercutir en que la moto se disparara del piso y lanzara a su conductor a tan considerable distancia del sitio donde finalmente quedó el vehículo.

La conducción de vehículos, y con mayor énfasis las motocicletas, se ha catalogado como actividad altamente peligrosa, requiriendo de quienes la ejercen un máximo de prudencia, cuidado y prevención, conductas desatendidas por JOSÉ LISARDO LOSADA TORREJANO y que para infortunio general, lo llevaron a la desgracia de su propia destrucción.

Porque comprobado como está en el proceso que el finado desde la tarde anterior y hasta la madrugada del siguiente día trágico, se dedicó a ingerir bebidas alcohólicas que hubieron de trastornar su normal capacidad de raciocinio, retardar sus reflejos psíquicos y adormecer sus sentidos, estaba asumiendo un proceder negligente y culposo frente a su simultánea actividad de conductor de motocicleta, aconductamiento personal desajustado que hace romper el nexo de causalidad entre el hecho dañoso y el acto presuntamente omisivo que se imputa a la administración Municipal de Rivera (folios 195 y siguientes cuaderno 1).

8. Inconforme con la decisión antes reseñada, la parte demandante interpuso y sustentó en tiempo recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia (folios 201 a 206 cuaderno 1), en  el que solicitó que la misma fuera revocada y que, en su lugar, se accediera a las súplicas de la demanda. Para tal efecto considera que el a quo hizo una apreciación de las pruebas del proceso sin atender a los postulados de la sana crítica y que, en ese error, utilizó la prueba testimonial para dar por sentados los hechos de la alta velocidad y el estado de embriaguez en los que supuestamente conducía el fallecido, cuando lo apropiado era que ese tipo de hechos se probara a través de las respectivas pruebas técnicas, las cuales no fueron practicadas en el trámite contencioso. Reitera que en el proceso se acreditaron los elementos de la responsabilidad, como son el daño, la falla del servicio de la administración, y el nexo causal entre ambos. Frente al último de los mencionados, reitera que los testimonios no son concluyentes en demostrar que el señor José Lisardo Losada Torrejano estuviera conduciendo en estado de embriaguez y a alta velocidad, por lo que considera que no está demostrado el hecho de la víctima que equivocadamente dio por cierto el Tribunal Administrativo del Huila en la sentencia apelada.

9. Admitido el recurso de apelación mediante auto del 22 de junio de 2001 (folio 219 del cuaderno principal), el Consejo de Estado corrió traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión de segunda instancia a través de auto del 23 de agosto de 2001 (folio 221 ibídem), oportunidad frente a la cual guardaron silencio los intervinientes del proceso.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

10. La Corporación es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en el trámite de un proceso que, por virtud de la cuantía, tiene vocación de doble instancia. En efecto, la cuantía de la demanda observada al momento de su presentación –3 de septiembre de 1992-, supera la exigida por las normas vigentes en aquella época, esto es antes de que entrara en vigencia la Ley 446 de 1998
, que establecían la cuantía necesaria para que un proceso fuera conocido en segunda instancia por el Consejo de Estado.

2. Los hechos probados
11. Con base en las pruebas recaudadas en el proceso contencioso administrativo, valoradas en su conjunto, se tienen como ciertas las siguientes circunstancias fácticas relevantes:

11.1. El señor José Lisardo Losada Torrejano era hijo de los demandantes Álvaro Losada y Yolanda Torrejano, y hermano de John Fredy Losada Torrejano, Luis Javier Losada Torrejano, Mercedes Losada Torrejano, Claudia Milena Losada Torrejano, Martha Cecilia Losada Torrejano y Nancy Losada Torrejano, según las copias de los registros civiles de nacimiento que aparecen en el plenario (folios 2 a 9 del cuaderno 1).

11.2. El señor José Lisardo Losada Terrejano laboró como mesero en el Centro Turístico “Las Termales” de Rivera hasta el día 22 de febrero de 1992, y por dicho trabajo recibía una asignación básica mensual de $66 900, con una prima de servicios mensual por valor de $11 100, según certificación expedida por la sociedad INTURHUILA Ltda. (folio 22 cuaderno 1).

11.3. El día 24 de febrero de 1992, aproximadamente a las 1:10 am, después de haber estado jugando billar y tomando cerveza durante varias horas en un establecimiento público –salón de billares “Champion”- ubicado en el casco urbano del municipio de Rivera (Huila) en compañía de su amigo Libardo Cortés
, José Lisardo Losada Torrejano se movilizó en una motocicleta, primero al parque del pueblo a comerse una hamburguesa
 y después hacia su casa, y en el trayecto, cuando conducía por la calle 4° con carrera 10°, se encontró con un montículo de tierra en la vía que no estaba señalizado, el cual lo hizo perder el control del automotor y golpearse fuertemente en la cabeza. Al percatarse del accidente, algunas personas presentes en el lugar auxiliaron al señor Losada Torrejano y lo trasladaron en una camioneta a la ciudad de Neiva para que fueran atendidas sus heridas, y allí murió a causa de las mismas
. Del hecho se dejó constancia en un informe elaborado por el comandante de la Subestación de Policía de Rivera (reposa en copia auténtica a folio 11), y fue narrado en similares términos en todas las declaraciones que se rindieron en el proceso, entre ellas la declaración rendida por el señor Héctor Iván Garzón Herrera
, en la cual se dijo:

El día, pues no me acuerdo, pero hace ya como dos años y medio, no estoy seguro de la fecha, íbamos mi tío Julio César Garzón y yo, para la casa, era de noche, creo que eran cerca de las doce, y lo habitual es que siempre llegamos y nos sentamos en la esquina de la calle cuarta con carrera décima, y pues no llevábamos ni diez minutos de estar sentados ahí cuando vimos venir a JOSÉ LISARDO LOSADA conduciendo la moto y ahí en todo el centro de la calle está el espacio de la tapa de la alcantarilla, eso como está un poco hundido, por lo regular uno que maneja moto siempre trata de esquivarla, y pues JOSÉ LISARDO al tratar de esquivar el hueco se encontró con el montón de tierra y fue cuando se levantó con moto y todo y cayó como a unos veinte metros más adelante, cayó y siguió rodando, nosotros llegamos a auxiliarlo pero debido al estado en que se encontraba nosotros no podíamos moverlo, quedó medio muerto porque estaba botando sangre por todas partes, y pues debido a la resonancia del golpe se levantaron todos los vecinos del lugar y pues ahí fue cuando llamaron al Médico Carlos Javier y luego decidieron echarlo para Neiva en la camioneta de Alejandro Otálora
.

11.4. En el sector de la calle 4° con carrera 10° se estaba adelantando una obra de adecuación del sistema de alcantarillado del municipio de Rivera, contratada por el Instituto de Desarrollo Rural del Huila –IDEHUILA-
, y con ocasión de esa obra se abrió un orificio sobre la vía, acompañado de un montículo de tierra adyacente a aquél
, elemento que posiblemente causó otros accidentes en la zona
. Las características de los orificios abiertos para la realización de las obras de acueducto, fueron descritas por el ingeniero encargado de las mismas, en los siguientes términos:

Efectivamente, para el caso particular mío era preciso hacer excavaciones para la instalación como lo detallaba anteriormente de válvulas de regulación del acueducto y eran excavaciones cuyas medidas estaban estimadas entre ochenta y cien centímetros de ancho por ocho y cien centímetros de largo con unas profundidades del orden máximo de cincuenta a ochenta centímetros…
.

11.5. La muerte del señor José Lisardo Losada Torrejano implicó para sus hermanos y sus padres una pérdida emocional, en la medida en que el fallecido tenía una relación muy cercana con sus familiares y además, según algunos testigos, colaboraba para el sostenimiento económico de sus padres, con quienes vivía
.

3. Problema jurídico

12. Para emitir una decisión de mérito en el proceso de la referencia, la Sala deberá analizar la presencia de los presupuestos básicos de la responsabilidad estatal -daño, hecho de la administración y nexo de causalidad entre ambos- y, con base en ellos, precisar si el daño cuya reparación reclaman los demandantes es imputable a la entidad demandada, lo que implica que la Sala realice un estudio de las siguientes cuestiones:

12.1. En primer lugar, tendrá que determinarse si se demostró en el proceso que la entidad demandada incurrió en una falla del servicio por no asegurarse de que las obras que se realizaban en las calles del municipio de Rivera, estuvieran adecuadamente señalizadas para evitar que los transeúntes de dichas vías sufrieran daños en su integridad o bienes.

12.2. En segundo lugar, deberá establecerse si está demostrado en el proceso el hecho propio y exclusivo de la víctima el cual consistió, según el Tribunal a quo, en que el señor José Lisardo Losada Torrejano se encontraba embriagado y estaba conduciendo la motocicleta en la que se movilizada a una velocidad mayor a la que era prudente manejarla.

4. Análisis de la Sala
13. De conformidad con los hechos probados, la Sala tiene por demostrado el daño invocado por la parte actora, es decir, está debidamente acreditado que el 24 de febrero de 1992 falleció el señor José Lisardo Losada Torrejano, hecho que implicó para sus padres y hermanos un dolor y un sentimiento de congoja considerables, así como un detrimento patrimonial representado en la falta de apoyo económico a algunos de los demandantes por parte del familiar fallecido.
13.1. En efecto, se tiene acreditado el parentesco que los demandantes –Yolanda Torrejano de Losada,  Álvaro Losada, John Fredy, Luis Javier, Mercedes, Claudia Milena, Martha Cecilia y Nancy Losada Torrejano- tenían con el fallecido José Lisardo Losada Torrejano.

13.2. La Sala considera que, debido al nexo de parentesco que existía entre el fallecido y los hoy accionantes en reparación es presumible, por aplicación de las reglas de la experiencia, que la muerte de aquél implicó para éstos una situación de congoja y dolor.

14. En lo tocante con la imputabilidad del daño a la entidad demandada, la Sala encuentra probado que el accidente en el que ocurrió la muerte del señor José Lisardo Losada Torrejano ocurrió como consecuencia de que el fallecido tuvo que esquivar un orificio en la vía, y que en esa maniobra se topó con un montículo de tierra abandonado sobre la calle, lo que hizo que perdiera el control de la motocicleta que conducía y que, al caer, sufriera varias heridas que a la postre produjeron la muerte al familiar de los actores. Igualmente, se encuentra demostrado que tanto el orificio en la vía como el montículo de tierra adyacente al mismo, eran producto de unas obras por parte del Instituto de Desarrollo Municipal del Huila –IDEHUILA- para la adecuación del sistema de alcantarillado del municipio de Rivera, y que dichas obras no se encontraban señalizadas en el momento en que ocurrió el accidente.

14.1. Al estudiar el título de imputación jurídica con base en el cual debe analizarse la responsabilidad de la entidad demandada, la Sala encuentra que como en la demanda se alegó que el municipio de Rivera incurrió en una omisión en el deber de mantener sus vías en un adecuado estado para el tránsito de las personas, y como los hechos del proceso indican que el accidente generador del daño pudo haberse producido por la falta de señalización de unas obras que se adelantaban en las calles del mencionado municipio, entonces el presente caso deberá ser analizado con base en el régimen de falla del servicio.

14.1.1. En relación con los accidentes de tránsito causados por omisión de la administración en el deber de mantenimiento y señalización de elementos que obstaculicen las vías, la Sala ha indicado que los daños que de allí se deriven pueden ser imputables al Estado, siempre que se verifique que la entidad responsable faltó a su deber de vigilancia y control, y que no realizó ninguna actuación tendiente a eliminar los obstáculos o a advertir a los transeúntes –con la debida señalización- sobre la existencia de los mismos, lo que es necesario para evitar la ocurrencia de hechos dañosos. Así se dijo en la sentencia del 20 de septiembre de 2007 en relación con el caso de un accidente que se produjo por la presencia de un derrumbe en la vía:

De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, el daño originado como consecuencia de un deslizamiento de tierra es imputable al Estado en los eventos en los cuales el hecho se causa por la omisión, o defectuosa señalización de las vías públicas, o cuando se produce un deslizamiento intempestivo de tierra el cual exigía la instalación de señales preventivas, o cuando no se realiza la señalización de vías que se encuentren en reparación o en sitios que sean considerados de alto riesgo, o cuando existe omisión por parte de la administración en la ubicación de medidas preventivas que informen la presencia de cambios transitorios en las vías públicas
.
También ha determinado la Sala que para que se pueda establecer la imputabilidad al Estado por los daños sufridos por las deficiencias u omisiones en la señalización de vías públicas, es indispensable demostrar la falla en el servicio consistente en la omisión por parte de la administración en el cumplimiento de sus deberes de vigilancia y control respecto de la realización de obras públicas y del tránsito en las vías, con el fin de prevenir los riesgos que con ellos se generen
.
(…)

Por lo tanto, es obligación del Estado cumplir con las disposiciones contenidas en las normas que regulan las condiciones y requisitos que deben reunir las señales preventivas en vías públicas con el fin de evitar daños a los transeúntes o conductores que transitan por las mismas.
En el caso concreto, es claro para la Sala que el régimen de responsabilidad aplicable en este asunto es el de la falla del servicio y, por lo tanto, se procederá a analizar si la ausencia de las señales preventivas y de muros de retención que alegan los demandantes fue la causa del accidente o si, como lo sostiene la entidad demandada, se presentó una causa extraña consistente en la fuerza mayor
.

14.1.2. Igualmente, la Sala ha dejado establecido que para que se presente la aludida falla del servicio, es necesario que la entidad correspondiente haya conocido la existencia de elementos que obstaculizan la vía o que, siendo su obligación, negligentemente no los conoció. Además, debe evidenciarse que la entidad no implementó las medidas tendientes a eliminar o señalizar en debida forma los obstáculos de las vías. Así se dijo en la sentencia del 9 de junio de 2010:

La Sala considera que en el asunto sub lite el hecho dañoso no es imputable a las entidades demandadas, pues en primer lugar, no existe ninguna prueba que acredite que éstas tuvieron conocimiento sobre la caída del árbol en la vía pública, ni consta requerimiento alguno a las autoridades municipales o de policía sobre el peligro que ese obstáculo representaba; y en segundo término porque entre la caída del árbol y el accidente no transcurrió mucho tiempo, como para exigirles a las demandadas una acción inmediata para la señalización o remoción del arbusto, máxime si se tiene en cuenta que éste cayó durante la noche en un día de fin de semana.
En casos similares como el que ocupa la atención de la Sala, se ha considerado que puede existir falla en la prestación del servicio, si se hubiera avisado sobre la caída del árbol o si la entidad responsable,  enterada de la presencia del obstáculo, no hubiera tomado las medidas necesarias para removerlo o para prevenir el peligro que éste implicaba. Al respecto, la Sala ha determinado la responsabilidad en el deber de mantenimiento de carreteras en dos eventos: i) cuando se ha dado aviso a la entidad sobre un daño en la vía, que impide su uso normal, y no es atendida la solicitud de arreglarlo, ni se ha encargado de instalar las correspondientes señales preventivas
 y ii) cuando unos escombros u obstáculos permanecen abandonados en una carretera durante varios meses, sin que fueran objeto de remoción o demolición para el restablecimiento de la circulación normal de la vía

.
14.1.3. En lo que tiene que ver con el deber que tienen los municipios de velar por una adecuada administración de sus vías, cuando se trate de hechos ocurridos antes de la entrada en vigencia de la Ley 105 de 1993
 debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 4º de la Ley 97 de 1913
, que disponía que era competencia de los concejos municipales asumir las decisiones correspondientes para mantener en adecuado funcionamiento las vías del municipio
, lo que, en concordancia con lo que establecía el Decreto Ley 1344 de 1970
, implica que en el caso concreto es responsabilidad de los municipios mantener la adecuada señalización de las vías, independientemente de que los obstáculos en las mismas existan por causa de una obra pública adelantada por otra entidad, máxime si se tiene en cuenta que es obligación de las autoridades de policía “el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas” –artículo 218 de la Constitución Pólítica- y que de acuerdo con el numeral 2 del artículo 315 ibídem, el alcalde municipal es la primera autoridad de policía del municipio.

14.1.4. En relación con el deber de señalización de las vías, el artículo 112
 del Decreto Ley 1344 de 1970 establece que existen distintos tipos de señales, consistentes en dispositivos físicos o marcas especiales que indican la forma correcta en que deben transitar los usuarios de las vías, entre las cules se encuentran las denominadas señales preventivas, que buscan alertar a los usuarios sobre situaciones o circunstancias riesgosas o de peligro y su naturaleza. La referida señalización en vías municipales es responsabilidad de las Secretarías de Obras Públicas Municipales, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 5
 y 113
 del decreto ley aludido.

14.1.5. En ese orden de ideas, las funciones de mantenimiento, conservación y señalización le corresponden al municipio respectivo –a través de su secretaría de obras municipales- cuando se trate de vías urbanas, suburbanas o que sean de su propiedad.

14.1.6. En el caso concreto, el deber de cumplimiento de las referidas funciones le correspondía al municipio de Rivera (Huila) toda vez que, por un lado, la vía donde ocurrió el accidente en el que murió el señor José Lisardo Losada Torrejano era una vía urbana municipal y, además, porque la obra pública que generó los obstáculos en la calle, que se venía realizando hace varios días y que había generado otros accidentes similares a los que ahora concitan la atención de la Sala, debía ser conocida por la administración municipal en aplicación de la autoridad de policía que le asiste al alcalde y en ejercicio de la función de vigilancia, mantenimiento y control legalmente atribuida al ente territorial, sin que sea relevante el hecho de que la obra pública estuviera siendo adelantada por otra entidad –Instituto de Desarrollo Municipal del Huila-.

14.1.7. Se observa igualmente que en el proceso se demostró que en el sitio del accidente existía un orificio que, de acuerdo con sus magnitudes, hacía prever la posibilidad de la ocurrencia de un accidente, bien sea porque los transeúntes cayeran en el hueco, o bien porque chocaran contra el montículo de tierra que le era adyacente, y es claro que los aludidos obstáculos no habían sido adecuadamente señalizados y que el municipio no realizó acción alguna tendiente a solucionar el riesgo que las obras representaban para los habitantes del municipio, lo que es una ostensible falla del servicio predicable de la entidad demandada.

14.2. En relación con el imputabilidad fáctica del daño, está claro que el accidente en el que murió el señor José Lisardo Losada Torrejano ocurrió cuando éste pasó por encima de un montículo de tierra existente en la carretera, lo que implicó que perdiera el control del vehículo y que al caer sufriera las heridas que produjeron su deceso. Al conductor no le era exigible conocer la existencia de los obstáculos en la vía, pues los mismos no habían sido señalizados, lo que hace posible considerar, en principio, que el daño cuya reparación reclaman los demandantes tiene nexo de causalidad con la falla del servicio en que incurrió el municipio demandado.

14.2.1. No obstante, tanto la entidad accionada como el tribunal de primera instancia consideran que el hecho no tuvo origen causal en la falta de señalización de los obstáculos de la vía, sino que ocurrió como consecuencia de un hecho propio y exclusivo de la víctima, en la medida en que, supuestamente, el señor José Lisardo Losada Torrejano conducía su motocicleta en estado de embriaguez y a una velocidad excesiva, afirmaciones éstas que no son compartidas por la Sala, según pasa a indicarse.

14.2.1.1. En relación con lo primero -la beodez del conductor fallecido-, la Sala observa que la prueba que sirvió de base para que el Tribunal llegara a esa conclusión, es la declaración de un testigo que dio su versión de los hechos en dos oportunidades, en las que manifestó apreciaciones muy distintas en relación con la cantidad de alcohol que supuestamente consumió el fallecido. En efecto, mientras que en la primera declaración el testigo afirmó que el finado había consumido aproximadamente siete u ocho cervezas, en la segunda –que fue la que tuvo en cuenta el Tribunal a quo- dijo que había bebido más o menos 14 o 15 cervezas, situación antinómica que resta credibilidad al testigo en punto a determinar la cantidad de bebida alcohólica consumida por el señor Losada Torrejano y que, por esa contradicción, resta sustento lógico a las afirmaciones que al respecto se hicieron en la sentencia recurrida en alzada.

14.2.1.2. La Sala considera que, a partir de lo dicho por el testigo, es posible afirmar que cuando sucedió el accidente materia del presente proceso, el señor José Lisardo Losada Torrejano había consumido cerveza, pero de ninguna manera es posible afirmar que ese consumo de la bebida alcohólica produjo un estado de embriaguez en el mencionado señor en un grado suficiente como para concluir que esa fue la causa única y determinante del suceso, comoquiera que para establecer esa circunstancia es necesario recurrir a pruebas directas y objetivas que científicamente den certeza sobre el estado de etilismo del sujeto accidentado, las cuales no fueron practicadas o allegadas al presente trámite.

14.2.1.3. La doctrina jurídica sobre accidentes de tránsito señala que, si bien es indudable que la ingesta de bebidas alcohólicas es un factor que incide negativamente en la habilidad de la persona para la conducción de vehículos automotores
, también es cierto que para establecer la causa de un accidente no es suficiente con demostrar que el agente involucrado en el mismo consumió licor, pues la capacidad del sujeto para reaccionar eficientemente frente a los desafíos que implica el manejo de vehículos motorizados varía según el nivel de embriaguez, el cual no se presenta de la misma forma en diferentes personas que consumen la misma cantidad de la sustancia embriagante y que, incluso, varía según las características de la bebida y la cantidad ingerida. En efecto:

Afirmar que un accidente ha ocurrido porque el conductor se hallaba embriagado, obviamente equivale a decir que se poseen elementos objetivos para sostener tal diagnóstico, lo cual en la práctica está surcado de dificultades si se considera que ni aún con el llamado criterio clínico se da plena garantía de seguridad, por cuanto los síntomas de etilismo agudo son comunes a muchas otras manifestaciones de la morbilidad.
Si es un hecho positivo que existe posibilidad de error frente al concepto de una facultativo, qué no decir cuando el juicio sobre la embriaguez del sujeto se basa en prueba testimonial.
(...)

Es oportuno recordar que la embriaguez comprobada del conductor o peatón envuelto en un accidente, no permite, sin más consideraciones, atribuirle la culpabilidad del evento, por cuanto ésta puede estar ligada a otros factores extraños, idóneos por sí solos para la producción del hecho ilícito.
Es sobremanera útil recordar la correlación existente entre los distintos tipos de bebidas (porque no todas las gentes toman la misma clase de licor); las concentraciones sanguíneas que se alcanzan al ingerir distintos volúmenes; los signos de intoxicación que estos producen, y el tiempo que tardan en ser eliminados (…)
.

14.1.1.4. Con base en lo anterior se hace hincapié en que, aunque es cierto que el consumo de alcohol etílico es una circunstancia que influye causalmente en la producción de un accidente de tránsito, esa situación no tiene virtud para eliminar totalmente la posibilidad de que el hecho se haya producido por factores diferentes los cuales, si están probados en el proceso, deberán ser evaluados por el juzgador con la finalidad de establecer cuál es el nivel de participación que tiene la persona embriagada en la producción del siniestro, y si es posible atribuir responsabilidad a otros agentes participantes en el mismo.

14.1.1.5. De acuerdo con lo antes dicho, concluye la Sala que aunque existe evidencia de que el fallecido familiar de los demandantes consumió bebidas alcohólicas antes de accidentarse, lo cierto es que no es posible afirmar cuál era el grado de intoxicación etílica en el que se encontraba el señor José Lisardo Losada Torrejano, en la medida en que la prueba con la que se quiere derivar certeza de ese hecho –prueba testimonial- no es científicamente exacta y, además, ofrece contradicciones en lo relacionado con la cantidad de botellas de cerveza que supuestamente consumió el fallecido. Igualmente, no es posible afirmar que el estado de embriaguez del señor Losada Torrejano fue el único factor determinante para la ocurrencia del accidente pues, como se verá, en el proceso se demostró la existencia de otros factores que pudieron influir en la producción del siniestro.

14.1.2. De otro lado, en lo tocante con el segundo argumento que se esgrime en la sentencia de primera instancia para sostener la existencia de una causa extraña eximente de responsabilidad –la velocidad a la que conducía la motocicleta el señor Losada Torrejano-, la Sala discrepa de lo dicho por el Tribunal en la sentencia apelada, en la medida en que el hecho indicador a partir del cual el a quo construye el indicio de que el fallecido se desplazaba a una velocidad más alta de la permitida, no estuvo demostrado en el proceso, lo que implica que, según las reglas aplicables para la construcción de indicios, no está demostrada la velocidad a la que se desplazaba el señor Losada Torrejano en su motocicleta.

14.1.2.1. En efecto, se afirma en la sentencia de primer grado que como los testigos de los hechos coincidieron en manifestar que “… el vehículo y su conductor volaron por el aire, cayendo los dos a considerable distancia uno del otro…”, entonces tal hecho indica que el señor Losada Torrejano se movilizaba a altas velocidades. La Sala no comparte ese razonamiento pues, dentro de las pruebas que se practicaron en el trámite contencioso, no se observa que con ocasión del accidente se hubiera levantado un diagrama in situ del mismo y, por tanto, no se cuenta con la prueba idónea requerida para determinar la distancia a la que se encontraba la motocicleta del lugar de donde fue levantado el motociclista herido, máxime cuando los testimonios no tienen vocación probatoria para ser exactos en la medición de proporciones de distancia.

14.1.2.2. Del mismo modo, debe decirse que de los testimonios con base en los cuales el a quo construyó el hecho indicador arriba referido –testimonios de los señores Héctor Iván Garzón Herrera y Alejandro Otálora Chavarro-, sólo el vertido por el primero de los mencionados merece ser apreciado por ser testigo presencial, mientras que el segundo es sólo un testimonio de referencia, condición que se demuestra porque al comienzo de su declaración el señor Otálora Chavarro afirmó que se encontraba dormido en el momento en que ocurrió el accidente, y que se despertó sólo cuando escuchó el sonido producido por la colisión. Así las cosas, no puede predicarse que el dicho del señor Héctor Iván Garzón Herrera está respaldado por lo afirmado por el declarante Alejandro Otálvaro Chavarro, pues éste último no tuvo un conocimiento directo de los hechos y, por esa razón, no ofrece credibilidad para poder determinar la distancia a la que se encontraba el cuerpo del señor Losada Torrejano de su motocicleta.

14.1.2.3. A lo anterior debe añadirse que los testigos citados por el Tribunal para efecto de acreditar el indicio que aquí se viene estudiando, no fueron los únicos que refirieron la forma en que el conductor de la motocicleta colisionó con el montículo de tierra, pues en otras declaraciones –en especial las de los testigos presenciales Abelardo Guzmán y Julio César Garzón- se dijo que el cuerpo del motociclista accidentado cayó a poca distancia de su vehículo y que la velocidad que llevaba era normal, hecho éste en el que coinciden incluso con lo dicho por el señor Héctor Iván Garzón Herrera, quien en su testimonio declaró que “…yo antes del accidente no lo vi sino cuando iba bajando que se accidentó, y pues cuando bajaba en ese momento manejaba normalmente…” (folio 115, vuelto). Ello quiere decir que las pruebas del proceso, aunque son conducentes para ilustrar las circunstancias en que se produjo el suceso, no son unívocas en señalar la forma en que quedaron dispuestos los objetos involucrados en el accidente, de lo que se sigue que no es construible el indicio con base en el cual el juzgador de primer grado concluyó, equivocadamente, que el motociclista accidentado estaba conduciendo a altas velocidades.

14.1.3. Así las cosas, se observa que en el presente caso sólo pudo demostrarse que el señor José Lisardo Losada Torrejano había bebido cerveza en cantidades no determinadas antes de padecer el accidente que lo llevó a la muerte, pero no pudo comprobarse que el grado de alcoholización que presentaba el fallecido fuera suficiente para considerar –como lo hiciera el tribunal a quo- que esa fue la única causa del suceso ocurrido en la madrugada del 24 de febrero de 1992. De otra parte, no pudo demostrarse que el señor Losada Torrejano estuviera conduciendo la motocicleta a una velocidad mayor a la permitida, por lo que no es posible que se considere que tal circunstancia influyó causalmente en la producción del hecho dañoso discutido en el presente trámite.

14.2. Ahora bien, debe tenerse en cuenta que como en el proceso se demostró que el municipio de Rivera (Huila) incurrió en una falla del servicio al incumplir su deber de supervisar o implementar la señalización de las obras que adelantaba el Instituto de Desarrollo Municipal del Huila –IDEHUILA-, entonces al municipio demandado le correspondía, para exonerarse de responsabilidad, demostrar que el daño padecido por los demandantes no tenía nexo de causalidad con la falla del servicio evidenciada –artículo 177 del Código de Procedimiento Civil
-, probanza que, como se observó, no pudo ser cumplida en su totalidad por la entidad demandada. 

15. De acuerdo con las consideraciones expresadas en precedencia, la Sala considera que está claro que la falla del servicio cometida por la entidad demandada tuvo influencia causal en la ocurrencia de los hechos, en coparticipación con el hecho de la víctima pues, aunque no se determinó el grado etilismo del señor José Lisardo Losada Torrejano al tiempo del accidente, la doctrina y la jurisprudencia citadas permiten inferir, con aplicación de las reglas de la experiencia, que el estado de alteración por ingestión de licor del motociclista fallecido, necesariamente tiene que haber influido, aunque sea en forma parcial, en las circunstancias en que se produjo la colisión del motociclista contra el montículo de tierra existente en una de las vías del municipio de Rivera (Huila).

16. La Sala considera que es posible fijar razonablemente el porcentaje de participación del hecho de la víctima en la ocurrencia del accidente si se observa que, según el testimonio de la señora Hermencia Quevedo relacionado en los hechos probados de este proceso, en el sitio del accidente habían ocurrido otras colisiones de personas que, presumiblemente, no se encontraban en estado de embriaguez y que habían tenido consecuencias menos graves que las padecidas por el señor Losada Torrejano, lo que permite considerar que el consumo de licor por parte de la víctima, sumado a la actividad peligrosa que implicaba la conducción de una motocicleta, tuvieron una participación en la producción del hecho dañoso, respectivamente, del 60% atribuible a la falla del municipio, y del 40% al hecho de la víctima.

4.3. Conclusión

17. En el anterior orden de ideas, en el presente caso está demostrada la responsabilidad parcial que le asiste al municipio de Rivera (Huila), y habrá de condenársele a la indemnización de los perjuicios padecidos por los demandantes, pero con una reducción de la indemnización en un 40% por haberse demostrado una concausa surgida del hecho de la víctima. Las conclusiones anteriores implican que se revoque en su totalidad la sentencia de primera instancia y que, en su lugar, se expida la sentencia condenatoria de reemplazo a que haya lugar.

5. Liquidación de perjuicios

18. Respecto del daño moral ocasionado, con base en las pruebas practicadas dentro del trámite contencioso se tiene acreditado que los señores Yolanda Torrejano de Losada y Álvaro Losada eran los progenitores del fallecido señor José Lisardo Losada Torrejano, y que los señores Luis Javier, Mercedes, Claudia Milena, Martha Cecilia y Nancy Losada Torrejano eran hermanos de la víctima.

18.1. Se reitera en este punto que, por aplicación de las máximas de la experiencia, puede inferirse que los familiares del fallecido tenían un nexo sentimental con la víctima y que experimentaron dolor cuando el señor José Lisardo Losada Torrejano murió, en las condiciones repentinas en que ese hecho se produjo.

18.2. Ahora bien, en la demanda se solicitó la indemnización de perjuicios morales a razón de 1000 gramos de oro fino para cada uno de los demandantes, y de acuerdo con el criterio que ha sido adoptado por la Sala desde la sentencia del 6 de septiembre de 2001 –expediente n.° 13.232-, cuando se demuestra el padecimiento de un perjuicio moral en su mayor grado, se ha reconocido una indemnización equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Se dijo por la Sala en la aludida sentencia:

En cuanto a la jurisdicción contencioso administrativa, ha quedado clara su sujeción directa al artículo 16 de la Ley 446 de 1998, que, conforme a lo expresado, hace no solo necesario, sino improcedente, el recurso a la analogía, para aplicar el Código Penal vigente, a fin de definir aspectos relativos a la valoración del daño moral.
Visto lo anterior, considera esta Sala que debe abandonarse el criterio adoptado por ella desde 1978, conforme al cual, para efectos de la indemnización del perjuicio moral, se daba aplicación extensiva a las normas que, al respecto, traía el Código Penal. Como ha quedado demostrado, razones de orden jurídico, apoyadas igualmente en fundamentos de orden práctico, justifican, en la actualidad, esta decisión. Se afirma, entonces, la independencia del juez contencioso administrativo para fijar, en cada caso, con sustento en las pruebas del proceso y según su prudente juicio, el valor de la indemnización del perjuicio moral.
Lo anterior se expresa sin perjuicio de que, con el fin de garantizar el desarrollo uniforme de la jurisprudencia en este aspecto, esta Corporación establezca pautas que sirvan de referencia a los juzgados de inferior jerarquía, cuyos fallos, sin embargo, en cuanto tasen la indemnización del perjuicio aludido, sólo podrán ser revisados por la instancia superior dentro del marco de sus competencias, dada la inexistencia de una norma prevista en ley o reglamento que pueda considerarse de obligatoria aplicación en la materia.
Establecido, por lo demás, el carácter inadecuado del recurso al precio del oro, la Sala fijará el quantum de las respectivas condenas, en moneda legal colombiana, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo. Considerando que el salario mínimo mensual en Colombia se fija atendiendo fundamentalmente la variación del índice de precios al consumidor, se considera que el valor del perjuicio moral, en los casos en que éste cobre su mayor intensidad, puede fijarse en la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales (…)
.

18.3. Por lo anterior es procedente que la Sala fije en salarios mínimos la indemnización de perjuicios de orden moral a favor de los peticionarios, con aplicación del arbitrio judicial que le asiste frente a estos casos
, y determina la indemnización de perjuicios de carácter moral a favor de cada uno de los padres de la víctima –Yolanda Torrejano de Losada y Álvaro Losada- en una suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes; y a favor de cada uno de los hermanos –Luis Javier, Mercedes, Claudia Milena, Martha Cecilia y Nancy Losada Torrejano- en la suma equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente sentencia.

19. En lo que tiene que ver con la determinación y tasación de perjuicios materiales, en la demanda se solicitó su indemnización en la modalidad de lucro cesante.

19.1. Los accionantes no solicitaron el reconocimiento de indemnizaciones por concepto de daño emergente y, por lo tanto, no habrá lugar al estudio de este tipo de daño.

19.2. Al revisar los daños causados por concepto de lucro cesante, los testimonios que obran en el proceso señalaron que el señor José Lisardo Losada Torrejano prestaba auxilio económico a sus padres. Sin embargo dichos testimonios no explican las circunstancias en que se producía la referida colaboración y, además, a partir de los mismos no es posible estimar cuál era el valor económico de la supuesta ayuda. Así las cosas, aunque en la demanda se solicitó el reconocimiento de los devengos dejados de percibir de los servicios prestados por el fallecido al centro turístico de aguas termales de Rivera (Huila) administrado por INTURHUILA Ltda., que según certificados expedidos por dicha empresa equivalían a $78 000, la Sala no puede acceder al reconocimiento de estos perjuicios, en la medida en que el señor José Lisardo Losada Torrejano tenía 29 años en el momento de su muerte y, aún si estuviera probada la cuantía de la ayuda que prestaba a sus padres –que no lo está-, no sería posible decir que la misma tenía que ser prestada únicamente por el hijo muerto y hasta el fin de la vida probable de éste, pues en el expediente se acreditó que el fallecido tenía tres hermanos mayores de edad quienes bien podrían haber colaborado con el sostenimiento del hogar.
19.3. De conformidad con todo lo antes expuesto, se tiene que es procedente el reconocimiento a favor de los demandantes de las siguientes indemnizaciones, montos que resultan de sustraer el 40% de cada rubro, cuya causación se atribuye al hecho propio y exclusivo de la víctima, según se expuso en apartes anteriores de esta providencia:

19.3.1. Por daño moral se reconocerá a favor de cada uno de los señores Yolanda Torrejano de Losada y Álvaro Losada una suma equivalente a 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente providencia. A favor de cada uno de los demandantes Luis Javier, Mercedes, Claudia Milena, Martha Cecilia y Nancy Losada Torrejano, el equivalente a 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento en que cobre ejecutoria la presente sentencia.

6. Costas

20. El artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que se condenará en costas a la parte que hubiere actuado en forma temeraria. En el presente caso la Sala no observa comportamiento temerario en las actuaciones procesales de las partes dentro del proceso, razón por la cual no se condenará en costas.

21. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”-, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO. REVÓCASE la sentencia del 19 de octubre de 2000 proferida en primera instancia por el Tribunal Administrativo del Huila, en cuanto que determinó denegar las súplicas de la demanda.

SEGUNDO. DECLÁRASE administrativa y patrimonialmente responsable al municipio de Rivera (huila) por el 60% de los daños padecidos por los demandantes como consecuencia de la muerte del señor José Lisardo Losada Torrejano, ocurrida el 24 de febrero de 1992.

TERCERO. Como consecuencia de lo anterior, CONDÉNASE al municipio de Rivera (Huila) a pagar, a las personas que a continuación se relacionan, las siguientes sumas de dinero:

A. A favor de cada uno de los padres de José Lisardo Losada Torrejano -Yolanda Torrejano de Losada y Álvaro Losada- la suma equivalente a 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes, por concepto de indemnización de perjuicios morales.

B. A favor de cada uno de los hermanos de José Lisardo Losada Torrejano –los señores John Fredy, Luis Javier, Mercedes, Claudia Milena, Martha Cecilia y Nancy Losada Torrejano-, la suma equivalente a 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes, por concepto de indemnización de perjuicios morales.

CUARTO. NIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda.

QUINTO. Sin condena en costas.

SEXTO. DÉSE cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.

SÉPTIMO. Ejecutoriada la presente sentencia, DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de primera instancia para lo de su cargo.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

PRESIDENTA DE LA SALA

RUTH STELLA CORREA PALACIO        DANILO ROJAS BETANCOURTH                   

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado.
� Según la demanda se estima la cuantía así (folio 37 cuaderno 1): “La cuantía se estima en la suma de $106´541.200 que corresponde al monto del lucro cesante causado con el deceso de José Lisardo Losada Torrejano correspondiente a una remuneración mensual de $78.000 durante 545 meses de vida probable sumado a 8.000 gramos de oro de daño moral (1.000 gramos por cada uno de los demandantes) a razón de $8.000 cada gramo (valor aproximado del gramo oro a la fecha de la demanda) lo cual arroja la suma de $64´000.000 de daño moral.”


� La parte actora presentó alegaciones de cierre mediante memorial presentado el 25 de septiembre de 1996 (folios 167 y siguientes cuaderno 1), actuación que se hizo en forma extemporánea, en la medida en que el auto reseñado fue notificado por estado el 10 de septiembre de 1996.


� El artículo 129 del Código Contencioso Administrativo dispone que el Consejo de Estado es competente para conocer en segunda instancia de las apelaciones interpuestas contra las sentencias dictadas por los Tribunales Administrativos. En razón de la cuantía, el proceso de la referencia es de doble instancia, pues la pretensión mayor correspondiente a los perjuicios morales cuya indemnización se reclama para cada uno de los demandantes, se estimó en 1 000 gramos de oro, que para la época de la presentación de la demanda tenían un valor de $7 833 000, suma que es mayor a la cuantía fijada por el Decreto 597 de 1988 ($6 860 000) para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa fuera de doble instancia.


� Así se desprende de la declaración extraproceso rendida por Pedro Nel Perdomo Méndez ante la alcaldía municipal de Rivera (Huila), visible a folios 28 y 29 del cuaderno 1 del expediente. Allí se dice: “Yo trabajo en el café y billares Champion, es decir soy el que lo administro y al llegar a mi casa hacía poco que había salido del establecimiento y antes de salir vi a José Lisardo  jugando billar como unas cuatro horas y él estuvo jugando con José Libardo Cortés y salió primero que yo como unos cinco o diez minutos antes”. La declaración extrajuicio que aquí se cita fue ratificada dentro del trámite contencioso en diligencia de testimonios cuya acta es visible a folio 122, en la cual se reiteró lo ya dicho en la declaración antes citada. También obra en el plenario la declaración extraproceso vertida por el señor José Libardo Cortés (folio 31), quien manifestó: “… después de un rato me invitó José Lisardo a jugar billar… jugamos como cuatro o cinco chicos como hasta las once la noche en los billares Champion… y nos tomamos unas poquitas por ahí unas siete u ocho. Cuando terminamos de jugar nos sentamos en una mesa del mismo negocio, es decir a un lado de la mesa a dialogar con varios amigos… Mas o menos eran las once y cuarenta minutos de la noche cuando resolvimos salir del billar… hacia cada una de nuestras viviendas…”. La declaración aquí reseñada fue ratificada en el presente proceso, según acta de testimonio visible a folio 121, en la cual se dijo: “… jugamos algunos chicos de billar, consumimos algunas cervezas, aproximadamente de diez a catorce unidades cada uno, estuvimos contentos en ese lugar, jugamos hasta aproximadamente de once y media a doce de la noche, luego nos sentamos a hablar con otros amigos en una mesa aparte… esto en un término de 30 a 40 minutos… como antes le decía habíamos consumido de bebidas unas catorce cervezas cada uno, considero que no estaba en estado de embriaguez porque consumimos las cervezas en un lapso de 5 a 6 horas…”.


� En el proceso se practicó la declaración juramentada de la señora Ana Lucía Sánchez (folio 110 cuaderno 1), quien administraba un puesto ambulante de venta de hamburguesas en el parque central del municipio de Rivera. En esa declaración se dice que “…como teníamos un carrito de hamburguesas ahí en la esquina del parque, él arrimó y se comió una hamburguesa y montó con John el hermano menor de él, en la moto, y se fueron…”.


� Según la copia auténtica del registro civil de defunción que reposa a folio 10 del cuaderno 1, el lugar de muerte del señor José Lizardo Losada Torrejano fue la ciudad de Neiva. Como causa del deceso se señala una “SEVERA CONTUSIÓN CEREBRAL, -FRACTURA DE CRANEO.- TRAUMATISMO CRANEO ENCEFÁLICO.=”. Igualmente, se indica como fecha de la muerte el 24 de febrero de 1992.


� El testigo aquí nombrado había rendido declaración extraproceso ante la Alcaldía Municipal de Rivera, cuya acta reposa a folios 27 y siguientes del expediente. En esa oportunidad se afirmó por el testigo: “… yo estaba en la esquina de la proveedora La Avenida a eso de las doce y cinco de la noche con dos amigos Julio Garzón y Iván que no recuerdo el apellido y nos estábamos despidiendo cuando venía José Lisardo bajando en su moto y por sacarle el cuerpo a un hueco que había a un lado de la calle se fue con moto y todo contra un montón de tierra y saltó con la moto el montón de tierra y al caer volvió y se levantó la moto y cayó al suelo quedando la moto como a unos tres o cuatro metros del cuerpo de él…”. La declaración fue ratificada mediante testimonio rendido en el trámite contencioso, observable a folios 115 y siguientes.


� El testigo Alejandro Otálora reiteró la afirmación de la citada declaración, en el sentido de manifestar que creía que el señor Lizardo Losada Torrejano manejaba “rápido”, pero agrega que el sitio del accidente no tenía señalización. El señor Otálora es un testigo no presencial del accidente, en la medida en que en la declaración extraproceso (folio 29) ratificada en el trámite contencioso (folio 115 vuelto) se dice que “… yo estaba durmiendo en la casa y me desperté  al oír un golpe muy fuerte en la calle y como duermo en el segundo piso abrí la ventana y miré hacia debajo de la calle y vi una moto tirada y un cuerpo de una persona tirado bocabajo…”. El testigo Julio César Garzón, quien es un testigo presencial por haber estado sentado en la esquina donde sucedió el accidente, reitera lo dicho por el testigo Abelardo Guzmán, pero aclara que la forma en que el señor José Lisardo Losada conducía era “normal” (declaración extraproceso que obra a folio 24, ratificada en testimonio visible a folio 125). El testigo Abelardo Guzmán, quien también es un testigo presencial al estar acompañando en el momento de los hechos al declarante antes citado, reitera que la velocidad del motociclista era normal (Declaración extraproceso visible a folios 25 y siguientes, ratificada mediante testimonio observable a folios 14 y siguientes). Todos los testimonios coinciden en afirmar que el sitio del accidente no tenía señalización en relación con las obras que se adelantaban sobre la calle.


� Así se hace constar en el oficio de fecha 30 de noviembre de 1993 suscrito por el Gerente del Instituto de Desarrollo Municipal del Huila –IDEHUILA- (folio 75 cuaderno 1), en el cual se dijo que “…el municipio de Rivera tuvo conocimiento de las características del contrato de obra civil para la construcción de las redes del acueducto  municipal…”, y que “…el municipio no realizó ningún aporte ni financiero, ni en bien y servicios al IDEHUILA, ya que la obra fue financiada en su totalidad con recursos del Departamento”. Con el citado oficio se allegó copia del contrato referido en el mismo (folios 76 a 84 ibídem). 


� Fotos tomadas por el señor Celiar Vargas Torres (folios 88 y siguientes cuaderno 1) que tuvieron ratificación de autenticidad en testimonio de quien las tomó observable a folio 114. En ese reconocimiento judicial se dijo por el autor de las fotos: “PREGUNTADO POR EL JUZGADO: Sírvase manifestar al Juzgado, bajo la gravedad del juramento prestado, si las fotografías que se le ponen de presente… fueron tomadas y en caso cierto es verdadero su contenido. CONTESTÓ: Sí, esas fotografías las tomé yo luego de ocurrido el fallecimiento del señor JOSÉ LISARDO LOSADA TORREJANO, y corresponden el sitio donde se afirma tuvo el accidente, y por tanto, es cierto el contenido de las mismas”. Los demás declarantes coinciden en afirmar que el señor Celiar Vargas Torres tomó las fotos al día siguiente del accidente. En los fotogramas es visible el hueco presente en la vía y el montículo adyacente al mismo, elementos que no cuentan con señalización de advertencia sobre su existencia, y en la foto que aparece a folio 90 se observa la nomenclatura de una casa con el número 4-01.


� De hecho, en el testimonio rendido por la señora Hermencia Quevedo Morales (folio 131) se dice que ella sufrió un accidente en motocicleta, en el mismo lugar de los hechos del proceso de la referencia.


� Testimonio rendido por el señor Jorge Pacheco Dussán, apreciable a folios 128 y siguientes del expediente.


� Así lo relatan todos los testimonios rendidos dentro del proceso que no han sido citados hasta este punto, que son los siguientes: Ana Lucía Sánchez de Perdomo (folio 110), Jorge Eliécer Crespo (folio 111), María de Jesús Cabrera Guzmán (folio 112) y Víctor Julio Vargas Puentes (folio 112 en vuelto).


� [1] Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 13 de febrero de 2003, expediente NO. 14.509; Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de septiembre de 2003, expediente NO. 11.615; Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 5 de diciembre de 2005, expediente No. 14.536 y Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 8 de noviembre de 2001, expediente NO. 12.820.


� [2] Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 6 de julio de 2006, expediente No. 15.001.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección Tercera, sentencia del 20 de septiembre de 2007, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.° 73001-23-31-000-1997-05020-01(15740), actor: Yimed Ramírez Gallego y otros, demandado: Departamento del Tolima y otro.


� [2] Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de seis de septiembre de 2001, expediente 13.232-15-646, actores: Belén González y otros – William Alberto González y otra.


� [3] Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 30 de marzo de 2000, expediente 11877, actores: Socorro Parra de Martínez y otros.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 9 de junio de 2010, C.P. (E) Gladys Agudelo Ordóñez, radicación n.° 54001-23-31-000-1993-07769-01(18375), actor: María Melba Ortiz Hernández y otros, demandado: Nación-Ministerio de Transporte-Instituto Nacional de Vïas –INVIAS-.


� “Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones.” Publicada en el Diario Oficial n.° 41.158 del 30 de diciembre de 1993.


� “Que da autorizaciones especiales a ciertos consejos municipales”. La Sección Tercera del Consejo de Estado en interpretación de la norma citada dijo: “El hecho de que los bienes de uso público, entre los cuales se encuentran las calles o vías y los puentes, sean de propiedad de la Nación, conforme lo dispone la Constitución Política y el artículo 674 del C.C., ello no implica que todo hecho u obra ejecutada sobre los mismos automáticamente traslade la responsabilidad a cargo de la Nación, puesto que por mandato legal (Ley 97 de 1913) los Concejos Municipales fueron facultados para ejecutar trabajos de ensanche, trazados, reparación y ampliación de las vías municipales, en cuyo caso, si algún perjuicio causare, corresponde al ente municipal ejecutor de la obra responder exclusivamente por dicho daño, sin comprometer a la Nación. En tales condiciones debe el Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, asumir la responsabilidad por los daños que la ejecución del puente de la calle 53 con carrera 30 ocasionó a los demandantes”. Sentencia del 16 de junio de 1994, C.P. Daniel Suárez Hernández, radicación n.° 8965, actor: Clara Rugeles de Albornoz.  


� El texto de la norma es el siguiente: “ART. 4º. Corresponde a los consejos municipales disponer lo conveniente sobre el trazado, apertura, ensanche y arreglo de las calles de las poblaciones y caseríos; y conceder permisos para ocuparlas con canalizaciones subterráneas y postes para alambres y cables eléctricos…, en general, con accesorios de empresas de interés municipal. Si las empresas interesaren a varios municipios o a todo un departamento, corresponde a las gobernaciones respectivas o a las autoridades que designan las ordenanzas; y si interesaren a más de un departamento o a toda la Nación, corresponderá al Gobierno o a la autoridad que designe la ley para concederlo.”


� “Por el cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre”. En su artículo 116 se dispone que corresponde a las autoridades municipales autorizar la instalación de señales en las vías.


� Artículo 112 del Decreto Ley 1344 de 1970: “Las señales de tránsito se dividen en:// (…) 2. Señales de prevención o preventivas, que tienen por objeto advertir al usuario de la vía la existencia de un peligro y la naturaleza de éste”.


� Artículo 5 del Decreto Ley 1344 de 1970: “El Ministerio de Obras Públicas y Transporte dictará las resoluciones sobre utilización y señalamiento de carreteras nacionales; las Secretarías de Obras Públicas Departamentales de las vías departamentales y las Secretarías de Obras Públicas Municipales de las vías municipales, en los términos y para los fines contemplados en este estatuto.”


� Artículo 13 del Decreto Ley 1344 de 1970: “Las autoridades encargadas de la conservación y mantenimiento de las carreteras o la autoridad de tránsito competente en el perímetro urbano, colocarán y demarcarán las señales de tránsito de acuerdo con las pautas que el Instituto Nacional de Transporte y Tránsito determine”.


� Al decir de la doctrina: “Dos son los aspectos sobre los que actúa el alcohol y que aumentan el riesgo propio del automotor; el primero es el componente estratégico del manejo que afecta el nivel de la toma de decisiones rápidas ante factores de circulación (v. gr., velocidad, posición, etc.), y el segundo, el retardo mental de la secuela psíquica-física para la ordenación de los movimientos propios de la conducción.// La ingesta de alcohol produce un efecto anestésico sobre las áreas de la corteza cerebral, ocasionando la pérdida del autocontrol; de esta forma altera la capacidad del conductor de elaborar juicios críticos en relación con las opciones de manejo, es decir que incrementa el riesgo objetivo de la máquina por cuestiones relativas al sujeto”. Ghersi, Carlos A, Accidentes de tránsito: derechos y reparación de daños, parte segunda, Buenos Aires (1996), página 148.  La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado también ha fijado el criterio según el cual el influjo de bebidas alcohólicas tiene la potencialidad para aumentar el riesgo que, de por sí, entraña la conducción de vehículos automotores. En la sentencia del 1 de octubre de 2008 (C.P. Myriam Guerrero de Escobar, radicación n.° 66001-23-31-000-1997(03659)01, n.° interno 16353, actor: Vicente Alberto Marulanda), se dijo por la Sala: “Es claro que la ingesta de bebidas embriagantes disminuye la capacidad de las personas para el desarrollo de cualquier actividad, sin embargo cuando tales actividades están relacionadas con situaciones que entrañan riesgo, como sería el caso de la conducción de vehículos automotores o motocicletas, dicha circunstancia incrementa en altísimas proporciones la posibilidad de que ocurra un accidente”.


� Olano V. Carlos Alberto, Tratado Técnico-Jurídico sobre Accidentes de Circulación y Materias Afines, tercera edición, Bogotá-1993, páginas 420 y 426. En lo párrafos citados, el autor introduce una tabla según la cual la ingesta de 8 botellas o jarros de cerveza produce una alcoholemia de 0.12% con dificultades posturales, que podrá ser eliminada al cabo de aproximadamente 8 horas.


� Dispone esta norma que “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación No. 66001-23-31-000-1996-3160-01(13232-15646), Belén González y otros – William Alberto González y otra, demandado: Nación – Ministerio de Transporte – Instituto Nacional de Vïas –INVIAS-.


� En efecto, de acuerdo con la sentencia del 16 de junio de 1994, el juez tiene un “arbitrio judicial” en la apreciación del grado de dolor producido por los perjuicios de orden moral. Dicho arbitrio judicial debe ser ejercido de acuerdo con los lineamientos de la jurisprudencia de la Sala, los cuales “… descartan toda fórmula mecánica o matemática y antes ilustran que esa decisión debe considerar las circunstancias que rodearon los hechos y enmarcarse por los principios de razonabilidad…” (sentencia del 16 de junio de 1994, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, radicación n.° 7.445, actor: María Luisa Perdomo Lozada). Igualmente puede verse, entre otras, la sentencia del 11 de febrero de 2009, C.P. Myriam Guerrero de Escobar, radicación No. 54001-23-31-000-1993-08025-01 (N.I. 14726), actor: Domingo Antonio Bermúdez, decisión que constituye uno de los muchos ejemplos de aplicación de “arbitrio judicial” por parte de la Sala.





